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períodos trimestrales, y que se fijan con arreglo a un criterio
objetivo: El número de habitantes de derecho de cada muni-
cipio de acuerdo con los intervalos de población que se esta-
blecen en la presente Orden.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 52.1 del
Estatuto de Autonomía para Andalucía, el Real Decreto
141/1997, de 31 de enero, sobre traspasos de bienes y
servicios de la Administración del Estado a la Comunidad Autó-
noma de Andalucía en materia de provisión de medios per-
sonales al servicio de la Administración de Justicia, y el Decreto
del Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre reestructuración
de Consejerías, modificado por Decreto 121/2002, de 9 de
abril, corresponde a la Consejería de Justicia y Administración
Pública, teniendo en cuenta las disponibilidades presupues-
tarias, establecer las cuantías que percibirá el personal idóneo
que desempeña la Secretaría de los Juzgados de Paz.

En consecuencia, en ejecución de lo previsto en la Ley
17/2003, de 29 de diciembre, de Presupuestos de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía para el año 2004, y conforme
dispone el artículo 50 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía y en virtud de lo establecido en el artículo 39 de la
Ley 6/1983, de 21 de junio, del Gobierno y la Administración
de la Comunidad Autónoma.

D I S P O N G O

Primero. La presente Orden tiene por objeto establecer
la cantidad anual que, en concepto de indemnización, percibirá
el personal idóneo que preste servicio a la Administración de
Justicia como Secretario de Juzgado de Paz de poblaciones
de menos de 7.000 habitantes durante el año 2004.

Segundo. Las cantidades se harán efectivas con cargo a
la aplicación presupuestaria 01.12.00.04.00.143.00.1.4.B.7.

Tercero. Estas indemnizaciones anuales, que serán satis-
fechas trimestralmente, se fijan en función del número de habi-
tantes de derecho de cada municipio, de acuerdo con la
siguiente escala:

Importe anual de la indemnización a
personal idóneo que presta servicio

Núm. habitantes/municipio como Secretario de Juzgado de Paz

Hasta 500 1.064,13 euros
De 501 hasta 1.000 1.637,48 euros
De 1.001 hasta 2.000 2.180,77 euros
De 2.001 hasta 3.000 2.219,00 euros
De 3.001 hasta 5.000 3.115,97 euros
De 5.001 hasta 7.000 3.652,62 euros

Cuarto. Los Secretarios idóneos que, provisionalmente,
desempeñen la Secretaría de más de un Juzgado de Paz per-
cibirán, en tanto dure esta situación, una indemnización en
cuantía equivalente al 100% de la cuantía que les corres-
pondería por la población de cada municipio.

Quinto. Para determinar la población de derecho se han
tenido en cuenta las cifras resultantes de la renovación del
Padrón Municipal referidas al 1 de enero de 2003 y declaradas
oficiales por Real Decreto 1748/2003, de 19 de diciembre.

Sexto. Contra esta Orden, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso potestativo de reposición
ante la Consejera de Justicia y Administración Pública, en
el plazo de un mes, contado desde el día siguiente al de
la fecha de su publicación, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común; o interponer

directamente recurso contencioso-administrativo ante la Sala
de lo Contencioso-Administrativo competente del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, en el plazo de dos meses,
contados desde el día siguiente al de la fecha de su publicación,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Séptimo. La presente Orden producirá efectos desde el
1 de enero de 2004.

Sevilla, 11 de febrero de 2004

JESUS MARIA RODRIGUEZ ROMAN
Consejero de Justicia y Administración Pública

ORDEN de 12 de febrero de 2004, por la que
se distribuyen a los Ayuntamientos andaluces las trans-
ferencias destinadas a colaborar en los gastos de fun-
cionamiento de los Juzgados de Paz para el año 2004.

Los artículos 50 y 51 de la Ley 38/1988, de 28 de
diciembre, de Demarcación y Planta Judicial, confieren a los
Ayuntamientos un destacado papel en la gestión de los Juz-
gados de Paz, tanto en lo relativo a medios personales como
en lo referido a instalaciones y medios instrumentales.

Esta implicación de los Ayuntamientos en asuntos rela-
cionados con el funcionamiento de los Juzgados de Paz requie-
re, lógicamente, disponer de los recursos económicos nece-
sarios para hacer frente a los gastos que tal labor ocasione.

Se hace preciso, por tanto, que la Administración com-
petente en materia de Justicia colabore a la hora de sufragar
los referidos gastos, dando así cumplimiento a lo preceptuado
en el artículo 52 de la referida Ley 38/1988, de 28 de
diciembre.

El Decreto del Presidente 6/2000, de 28 de abril, sobre
reestructuración de Consejerías, modificado por Decreto
121/2002 de 9 de abril, atribuyó a la de Justicia y Admi-
nistración Pública el ejercicio de las funciones y servicios en
materia de Administración de Justicia, por lo que le corres-
ponde la distribución y asignación a los Ayuntamientos de
la Comunidad Autónoma, de los fondos destinados a sufragar
parte de los gastos de funcionamiento ocasionados por los
Juzgados de Paz, y correspondientes al ejercicio de 2004.

Por tanto, en la presente Orden se fijan las cuantías que
corresponden a cada Ayuntamiento para el año 2004, en fun-
ción del número de habitantes de derecho del municipio, de
acuerdo con los intervalos de población también establecidos
en ella.

En consecuencia, en ejecución de lo previsto en la Ley
17/2003, de 29 de diciembre, del Presupuesto de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía para el año 2004 y en virtud
de lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 6/1983, de 21
de junio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad
Autónoma.

D I S P O N G O

Primero. La presente Orden tiene por objeto la distribución
y asignación a los Ayuntamientos andaluces de las transfe-
rencias destinadas a colaborar en los gastos de funcionamiento
de los Juzgados de Paz, en las cuantías establecidas en el
Anexo adjunto y correspondientes al ejercicio de 2004.

Segundo. Las cantidades se harán efectivas con cargo a
la aplicación presupuestaria 01.12.00.01.00.460.00.1.4.B.8,
por un importe global máximo de un millón ochocientos ochenta
y un mil, quinientos cincuenta y nueve euros (1.881.559
euros).
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Tercero. Estas cantidades, que han de abonarse de una
sola vez, se fijan en función del número de habitantes de
derecho de cada municipio, de acuerdo con la siguiente escala:

Núm. habitantes/municipio Importe anual/municipio

Hasta 499 707,07
De 500 a 999 1.388,86
De 1.000 a 2.999 2.522,38
De 3.000 a 4.999 3.443,07
De 5.000 a 6.999 4.252,17
De 7.000 a 19.999 4.840,00
Igual o más de 20.000 4.672,52

Cuarto. Para determinar la población de derecho se han
tenido en cuenta las cifras resultantes de la renovación del
Padrón Municipal referidas al 1 de enero de 2003 y declaradas
oficiales por Real Decreto 1748/2003, de 19 de diciembre.

Quinto. Las ayudas económicas concedidas en aplicación
de la presente Orden serán compatibles con cualesquiera otras
que puedan concederse por las diferentes Administraciones
Públicas.

Sexto. Contra esta Orden, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso potestativo de reposición
ante la Consejera de Justicia y Administración Pública en el
plazo de un mes, contado desde el día siguiente al de la
fecha de su publicación, de conformidad con lo dispuesto en
los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común; o interponer direc-
tamente recurso contencioso-administrativo ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo competente del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía, en el plazo de dos meses, con-
tados desde el día siguiente al de la fecha de su publicación,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Séptimo. La presente Orden producirá efectos a partir del
día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de
la Junta de Andalucía.

Sevilla, 12 de febrero de 2004

JESUS MARIA RODRIGUEZ ROMAN
Consejero de Justicia y Administración Pública
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CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 19 de febrero de 2004, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público que
presta la empresa Limdeco, SA, encargada de la lim-
pieza viaria y recogida de residuos urbanos en Motril
(Granada), mediante el establecimiento de servicios
mínimos.

Por el Comité de Empresa de la empresa Limdeco, S.A.,
y el Sindicato Provincial de actividades diversas de CC.OO,
la Federación de servicios públicos de UGT y la Confederación
Nacional del Trabajo de Granada, ha sido convocada huelga
para el día 1 de marzo de 2004 comenzando a las 00,00
horas, con carácter de indefinida y que, en su caso, podrá
afectar a los trabajadores de la mencionada empresa, encar-
gada de la limpieza viaria y recogida de residuos sólidos urba-
nos de Motril (Granada).

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresa encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que la empresa Limdeco, S.A., encargada de
la limpieza viaria y recogida de residuos sólidos urbanos en
Motril (Granada), presta un servicio esencial para la comu-
nidad, cual es el mantenimiento de la salubridad, y por ello
la Administración se ve compelida a garantizar dicho servicio
esencial mediante la fijación de servicios mínimos, por cuanto
que la falta de salubridad en la ciudad de Granada en concreto
en lugares tales como mataderos, mercados y hospitales, coli-
siona frontalmente con el derecho a la salud proclamado en
el artículo 43 de la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido ello posi-
ble, de acuerdo con lo que disponen los preceptos legales
aplicables, artículos 28.2, y 43 de la Constitución; artícu-
lo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo; artícu-
lo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real Decreto
4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía de 26 de noviembre de
2002; y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga convocada para el día
1 de marzo de 2004 desde las 00,00, con carácter de inde-
finida y que, en su caso, podrá afectar a los trabajadores
de la empresa Limdeco, S.A., encargada de la limpieza viaria
y recogida de residuos sólidos en Motril (Granada), deberá

ir acompañada del mantenimiento de los servicios mínimos
que figuran en el Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 19 de febrero de 2004

JOSE ANTONIO VIERA CHACON
Consejero de Empleo y Desarrollo Tecnológico

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo y
Desarrollo Tecnológico en Granada

A N E X O

Cada día de huelga, los servicios mínimos serán los corres-
pondientes al 30% de la plantilla de la empresa, entendiéndose
que la recogida en Centros Sanitarios, Mataderos y Mercados
será diaria.

Corresponde a la empresa en coordinación con la Admi-
nistración responsable y con participación del Comité de Huel-
ga, la facultad de designación de los trabajadores que deben
efectuar los servicios mínimos.

ORDEN de 20 de febrero de 2004, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público que
presta la empresa Estacionamientos y Servicios, SA,
de Granada, mediante el establecimiento de servicios
mínimos.

Por el Comité de Empresa de la empresa Estacionamientos
y Servicios, S.A., de Granada, ha sido convocada huelga para
los días 1 de marzo desde las 09,00 a las 14,00 horas y
desde las 17,00 hasta las 21,00 horas (duración: 9 horas),
2 de marzo desde las 10,00 a las 14,00 y de 17,00 a 21,00
horas (duración: 8 horas), 4 de marzo desde las 23,30 a
las 24,00 horas (duración: 30 minutos), 5 de marzo desde
las 00,00 a las 05,00 horas y desde las 23,30 a las 24,00
horas (duración 5 horas y 30 minutos), 6 de marzo desde
las 00,00 a las 05,00 horas y desde las 23,30 a las 24,00
horas (duración: 5 horas y 30 minutos), 7 de marzo desde
las 00,00 a las 05,00 (duración: 5 horas), 10 de marzo desde
las 10,00 horas a 14,00 horas y desde las 17,00 horas hasta
las 21,00 horas (duración: 8 horas), 11 de marzo desde las
10,00 horas a las 14,00 horas, desde las 17,00 horas hasta
las 21,00 y desde las 23,30 horas a las 24,00 horas (duración:
8 horas y 30 minutos), 12 de marzo desde las 00,00 horas
hasta las 05,00 horas, desde las 10,00 horas a las 14,00
horas, desde las 17,00 horas a las 21,00 horas y desde las
23,30 horas a las 24,00 horas (duración: 13 horas y 30
minutos), 13 de marzo desde las 00,00 horas hasta las 05,00
horas y desde las 23,30 horas a las 24,00 horas (duración:
5 horas y treinta minutos), 14 de marzo desde las 00,00
horas a las 05,00 horas (duración: 5 horas), 15 de marzo
desde las 10,00 horas a las 14,00 horas y desde las 17,00


